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Adición

3. El Grupo a<* Tçabjqo sobre cĵ sapara piones for̂ açias p involuntarias celebro una
reunión el Q de f§t>rero de ,1904 en Ja Oficina de l̂ s ilaciones Unidas en Ginebra
durante el 402 período de sesiones de la Comisión de Derechos Humanos para#examinar
la información recibida desde el 123 período de sesiones del Grupo (5 a 9 de di-
ciembre de 1583)• El presente documento constituye una adición al informe a la
Comisión d$ Derechas Humanos aprobado por el Grupo en su 122 periodo dei sesiones y
en él 3e reseñan los ¿acontecimientos ulteriores más importantes. En 3U~trigésimo
octavo período de sesiones, la Asan&lea aprobó sin votación, el l6 de diciembre
de 1983, la resolución 58/94, ticulacta "Cuestión de las desapariciones forzadas c
involuntariasff • El texto de la resolución se reproduce en el anexo I a la presente
adición.

Información recibida de los gobiernos

2. Con posterioridad a la aprobación cié sus informas el 9 de diciembre de l?8l,
el Grupo- de Traba;jOv ha recibido información de los Gobiernos de la Argentina,
Bolivia/ El, Sal vectors. Filipinas,, Guatemala, HonduraSj_5udáfrica_y___Zaire_. La infer-
maciór\ facilitad^i por ç^tGS Gobiernos figura en I03 archivos de la Secretaría y
pueae ser consultada por los miembros de la Comisión*

Argentina

3* En una nota verbal de fecha 25 de enero de 1984, la Misión Permanente de la
República Argentina ante los organismos internacionales en Ginebra informó al Grupo
de Trabajo de la constitución de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de
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Personas, en virtud del Decreto NS 18? de 15 de diciembre de 1983* La creación
de esta Comisión era una de las diversas medidas de tipo judicial, administrativo
y humanitario llevadas a la práctica por el Gobierno en orden a proveer un
esclarecimiento en profundidad de la dulorosa cuestión de las personas desapare-
cidas ; la Misión Permanente citaba eJ preámbulo del Decreto NS 187 como exposición
elocuente de la intención del Gobierno. La Comisión está integrada por persona-
lidades sin filiación política y de la más alta representación en el marco de
sus respectivas actividades; para integrar la Comisión fueron designados
Ricardo Colombres (jurista), René Favaloro (cardiólogo), Hilario Fernández Long
(ex vicerrector de la Universidad de Buenos Aires y ex Decano de la Facultad de
Ingeniería), Carlos T. Gattinoni (Obispo de la Iglesia Evangélica Metodista),
Gregorio Klimovsky (profesor universitario), Marshal Meyer (Rector del Seminario
Político Latinoamericano), Jaime Francisco de levares (Obispo de Neuquén),
Eduardo Rabossi (jurista), Magdalena Ruiz Guiñazu (periodista) y Ernesto Sábato
(escritor). Además se invitó a amba3 cámaras legislativas a designar tres repre-
sentantes cada una para formar parte ae la Comisión. La Misión Permanente
manifestó que el Gobierno mantendría informados a las Naciones Unidas y al Grupo
de Trabajo de los progresos y resultados de las investigaciones practicadas por
la Comisión Nacional así como por los órganos constitucionales competentes.

4. El mandato de la Comisión Nacional consiste en particular en recibir denun-
cias y pruebas sobre desapariciones y remitirlas a la justicia si están relacio-
nadas con la presunta comisión de delitos ; averiguar el destino o paradero de
las personas desaparecidas y determinar la ubicación de niños sustraídos a la
tutela de sus padres a raíz de acciones emprendidas con el motivo alegado de
reprimir el terrorismo y dar intervención en su caso a los organismos y tribuna-
les de protección de menores. La Comisión debe asimismo denunciar a la justicia
cualquier intento de ocultamiento, sustracción o destrucción de elementos proba-
torios relacionados con las desapariciones y emitir un informe final con una
explicación detallada de los hechos investigados a los l80 días a partir de su
constitución.

5. En el desempeño de su mandato la Comisión Nacional podrá requerir de todos
los funcionarios del Poder Ejecutivo Nacional, de sus organismos dependientes,
de entidades autárquicas y de las Fuerzas Armadas y de Seguridad que le brinden
informes, datos y documentos, así como también que le permitan el acceso a los
lugares que la Comisión disponga visitar a los fines de su cometido. Los fun-
cionarios y organismos están obligados a proveer esos informes y datos y a faci-
litar el acceso pedido. Para el cumplimiento del decreto el Gobierno dispondrá
los ajustes presupuestarios que correspondan a los fines de la dotación de
personal y equipamiento.

6. En una reunión celebrada el 6 de enero de 1984 con el Secretario General
Adjunto, Centro de Derechos Humanos, y con anterioridad al envío de la mencio-
nada nota verbal, un representante del Gobierno de la Argentina facilitó infor-
mación inicial relativa al establecimiento de la Comisión Nacional sobre la
desaparición de personas. Pidió que se informase al Grupo de Trabajo y que las
Naciones Unidas y el Grupo de Trabajo facilitasen asistencia a la Comisión
Nacional en la medida de lo posible con arreglo al reglamento aplicable.
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Posteriormente, en una carta de fecha 24 de enero ae 1984» la Comisión Nacional
extendió una invitación Dará visitar la Argentina a fin de facilitar a la
Comisión Nacional información y asis-oencia en su labor sobre las desapariciones.
Pidió asimismo que la información sobre las desapariciones, en particular las
listas más completas de personas desaparecidas, se enviasen lo antes posible
para facilitar sus investigaciones. El Grupo de Trabajo decidió agradecer a la
Comisión Nacional sobre la desaparición de personas la invitación para visitar
la argentina y considerar la posioiliaaa de esta visita en su próximo período
de sesiones, en el caso de eue la Comisión de Derechos Humanos y el Consejo
Económico y Social renovasen su nandato. El Grupo decidió asimismo facilita** a
la Colisión ifecional la información contenida en sus archivo? de conformidad con
la práctica establecida y a reserva de que sus autores solicitasen que se respe -
tase ou carácter confidencial. El Grupo de Trabajo pidió a la Secretaría que dis-
cutiera los detalles prácticos con la Comisión Nacional. Debido a la importancia
cjue el Grupo de Trabajo atribuye a los órganos nacionales establecidos para
investigar los informes de desapariciones (véase el capítulo VII de su informe)
el tçxto del Decreto MS 187, de 13 de diciembre de 1983, se reproduce en el
anexo II.

Bolivia

7. Por cartas de fechas 9 de diciembre de 1985 y 4 de enero de 1984, el Gobierno
de Bolivia transmitió la información facilitada por la Comisión Nacional de-
Bolivia para la investigación de laá personas desaparecidas, relativa a seis casos
de desapariciones forzadas o involuntarias, cuatro de los cuales habían sido seña-
lados a la atención del Gobierno por el Grupo de Trabajo. En., relación con dos
casos ,„ el Gobierno reiteró la información que ya había facilitado al Enviado
Especial de la Comisión ae Derechos Humanos de l̂ s Naciones Unidas sobre la
situación de los derecnos humanos en Bolivia 1_/: ae había descubierto e identi-
ficado el cadáver de una persona ; oin embargo el Gobierno añadía que, toda vez
que algunos parientes tenían dudas er cuanto a la identidad del cadáver, la
investigación continuaba. La otra persona se hallaba en libertad. El Gobierno
comunicó que en otros dos casos proseguía la investigación 27. Finalmente, con
respecto a los dos casos que no habían sido examinados por el Grupo de Trabajo,
el Gobierno manifestó que una de- las personas se hallaba en libertad y que en el
otro caso continuaba la investigación. Hasta la fecha, el Gobierno ha facili-
tado información sobre 10 de los 32 casos que le transmitió el Grupo de Trabajo.
En nueve casos la respuesta dei Gobierno ha aclarado la situación.

El Salvador

8. Con posterioridad a la aprobación de su informe, el Grupo de Trabajo ha
recibido información del Gobierno ae El Salvador acerca de los 29 informes
transmitidos al Gobierno por el Grupo. Según la información facilitada por

U E/CN,4/1983/22 y Adda.
2/ El Grupo de Trabajo ha recibido información sobre uno d.e estos casos de

una fuente no ̂ gubernamental indicando que la persona en cuestión, se halla e,ü
libertad.



E/CN,4/1984/21/Add.l
página 4

el Gobierno los casos se desglosan en la siguiente forma: diez personas se encuen-
tran en libertad, cinco en prisión, dos han fallecido y en relación con otras 12 no
hay constancia de que hayan sido detenidas. Hasta la fecha, el Grupo de Trabajo ha
recibido 284 respuestas del Gobierno en relación con los 1.782 casos que le fueron
transmitidos; en 229 casos, la respuesta del Gobierno ha aclarado la situación.

Guatemala

9. Mediante nota verbal de fecha 13 de enero de 1984 el representante permanente
de Guatemala ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra transmitió al Grupo
de Trabajo las observaciones del Gobierno en relación con 82 informes de desapari-
ciones forzadas o involuntarias que el Grupo de Trabajo había señalado a la atención
del Gobierno el 31 de octubre de 1983. El Gobierno manifestó que la mayoría de los
hechos denunciados eran consecuencia del clima de subversión y agitación política
que Guatemala había sufrido en los años anteriores y que habían puesto en peligro
la imagen interna e internacional del país. El Gobierno manifestó asimismo que
estaba haciendo todo lo posible para aclarar los hechos y que deseaba establecer un
régimen de legalidad en el que los derechos humanos se respetarían estrictamente;
la observancia de los derechos humanos era uno de los objetivos fundamentales del
sistema jurídico guatemalteco.

Honduras

10. Por cartas de fechas 17, 24 y 27 de enero de 1984, la Misión Permanente de
Honduras ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra transmitió información
sobre 18 denuncias de desapariciones forzadas o involuntarias señaladas a la
atención del Gobierno por el Grupo de Trabajo. En relación con cuatro de los
casos, el Gobierno manifestó que las personas habían sido entregadas a las autori-
dades de un país vecino en mayo de 198l. El Grupo de Trabajo ya había recibido la
misma información de una fuente no gubernamental. El Gobierno notificó que no
tenía información acerca del paradero de los interesados en seis de los casos; el
Gobierno había transmitido anteriormente información relacionada con dos de estos
casos en una carta de fecha de 31 à.e agosto de 1983 en la que indicaba que tales
personas no habían sido detenidas» El Gobierno comunicó que proseguía la investi-
gación en relación con ocho de los casos. En 14 de los 18 casos, el Gobierno
manifestó que había solicitado a la INTERPOL en 13 países que cooperasen en la
investigación. En cuanto a la exhumación de un cadáver que, a juicio de algunas
personas, era de un nacional extranjero que al parecer desapareció en Honduras, la
Misión Permanente, en cartas de 4 de enero y 24 de enero de 1984 transmitió la
información facilitada por la Corte Suprema de Honduras en la que se indicaba que
no se había presentado ninguna solicitud oficial de exhumación. El Gobierno de
Honduras ha facilitado información sobre la totalidad de los 69 casos que le fueron
transmitidos; en nueve de los casos, la información ha contribuido a aclarar la
situación.

Filipinas

11. Por carta de fecha de 8 de febrero de 1984, la Misión Permanente de Filipinas
ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra comunicó al Grupo de Trabajo que
el 24 de enero de 1984 el Presidente de Filipinas había liberado 84 detenidos, y
dictado medidas ejecutivas de clemencia en favor de otros 13- La Misión Permanente
manifestó que los nombres de los interesados así como la información ulterior
relativa a Filipinas se facilitaría al Grupo de Trabajo tan pronto como se
recibiera.
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Sudáfrica

12. Por carta de fecha 7 de febrero de 1984, la Misión Permanente de Sudáfrica
ante las Naciones Unidas en Ginebra facilitó información y observaciones sobre las
disposiciones legales y los casos concretos examinados en el informe del Grupo de
Trabajo (capítulo III). Con respecto a la disposición legal examinada en el
informe del Grupo de Trabajo, el Gobierno señaló que no se habían facilitado pruebas
que confirmasen las alegaciones de desapariciones involuntarias en Sudáfrica. El
Gobierno añadió que no era totalmente exacto decir que "nadie puede recibir infor-
mación oficial relativa... a las personas sometidas al régimen de restricción
conforme al artículo 19 de la Internal Security Act de 1982, o detenidas conforras al
artículo 28 de dicha ley" (véase párr. 118 del informe). Con respecto a las per-
sonas sometidas al régimen de restricción, el Gobierno dijo que, en la práctica,
la restricción consistía en limitarlas al distrito de un magistrado específico o
a otra región, o en prohibirles que se ausentaran de su residencia durante
períodos especificados en la orden de restricción; a las personas sometidas al
régimen de restricción se les prohibía además comunicarse con otras personas
sometidas a prohibiciones de conformidad con la Internal Security Act; pero que
esta restricción no se aplicaba a las otras personas; los familiares sometidos al
régimen de restricción podían comunicarse entre sí. Es decir que a las personas
sometidas al régimen de restricción no se les prohibía que mantuvieran contactos
con sus parientes próximos. El Gobierno comunicó asimismo que los nombres de las
personas detenidas en virtud de los artículos 19 <5 28 de la mencionada ley se
habían incluido en un informe llevado a la Cámara de la Asamblea y que los parien-
tes próximos habían sido informados de las detenciones de conformidad con el
artículo 28.

13» Con respecto a las detenciones en virtud de los artículos 29 y 31 <te la
Internal Security Act de 1982, el Gobierno manifestó que los parientes de un
detenido deben ser informados, a menos que el detenido solicite otra cosa o que la
notificación suponga un obstáculo para la investigación o ponga en peligro la
seguridad del Estado; esta última disposición es de efecto puramente transitorio.
En la mayoría de los casos los parientes son informados inmediatamente después de
una detención. También se tiene en cuenta en la Internal Security Act el bienestar
de los detenidos; debe permitirse que les visite un juez y un cirujano del distrito
por lo menos cada 15 días, y deben recibir asimismo las visitas de los inspectores
de detenidos con carácter regular (estas visitas deben tener lugar por lo menos
cada 14 días y sin anunciarlas previamente). La ley establece asimismo que una
persona debe tener acceso a un detenido con el consentimiento del Ministro o
Comisionado de Policía y con sujeción a las condiciones determinadas por él; en
muchos casos en el pasado se permitió a los parientes que vistasen a los detenidos.
El Gobierno señaló asimismo que la referencia que se hacía en el informe del Grupo
de Trabajo a la detención de los testigos de conformidad con el artículo 31 de la
Internal Security Act de 1982 no guardaba relación con las "desapariciones", ya que
estas detenciones eran de duración limitada; en la mayoría de los casos la deten-
ción de los detenidos era una medida para su propia seguridad y si bien durante el
período de detención el público no tenía acceso a los testigos, el hecho de que
estuvieran detenidos era de conocimiento general.

14. El Gobierno se refirió asimismo a las disposiciones de la Internal Security
Act de 1982 en virtud de las cuales resultaba imposible que un detenido "desapare-
ciese": el Comisionado de Policía debe notificar al Ministro de Orden Público lo
antes posible una detención y debe facilitar el nombre del detenido y el lugar de
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detención; nadie puede ser detenido en virtud de dicho articulo por un período que
exceda de 30 días, ealvo con autorización escrita del Ministro de Orden Publico.
El Comisionado ae Policía informará ,al Ministro una vez al mes de las razones por
las que el detenido no ha sido liberado; si la persona no ha sido liberada al c^bo
de seis meses, habrá que exponer las razones ante la Junta de Revision, -El dete-
nido puede hacer reclamaciones Dor escrito en cualquier momento al Ministro de
Orden Publico en relación con su detención o liberación. El Gobierno indicó
asimismo que se habían tomado medidas en virtud de las auaies el Director de
Legislación £e Seguridad, el juez del distrito en que la persona estuviese detenida,
el cirujano del distrito y ei Inspector de Detenidos recibían~una notificación de
la detención. Ea^uonsecuencia, era inexacto sugerir que un detenido podía desapa-
recer cuando ergrç uan'uas las personas que tenían conocimiento de la detención y que
había,constancia aç la misma ante diferentes instancias,

15• El Gobiernorseñaló además que las autoridades de Sudáfrica no eran indiferen-
tes ante 1§, cuê fcióu de üc? supuestas desaparicioues y que si se presentaba una
denuncia formal en esc sentidc, oe ^eaiizaríc una investigación adecuada por las
autoridades compétentes * El Gobierne dijo que en muchos casos algunas- personas
habían adaptado una identidad ^aisa o habían abandonado secretamente el país y se
denunciaba después su desaparición.

1$, Con respecto a^los informes 2oncrçtp3 de desapariciones en Sudáfrica exami-
nadQS por el Grqpo de Trabajo, el Gobierne dijo que tres personas habían sido dete-
nidas y liberadas y que no sq ̂ i&ponía de miorraación acerca de su paradero; con
respecto a un cuarto caso, las autoridades de Sudáfrica no tenían conocimiento del
paradero de la persona En cuanta a 3:s casos que, según los informes * habían
ocurrido en Namibia, uno s<* había sometido ai Tribunal Supremo de Windhoek y toda
vez que se '^atapa de un ¿acó sub 3udice? el Gobierro no poclíq. en la actualidad
facilitar más ,dePalies. Cor ̂ resp̂ cto & las otras dos deŝ pacifivonerçr, el Estada
negó las alegaciones de que las perdonas en cuestión hubieran sidç> detenidas y
encarcelabas por las fuerzas de seguridad; un funcionario-de policjfe de alto grado
había sitio encargado de investigar ias alegaciones ; sin embargo no se habían
encontrado pruebas que implicasen a lat» fuerzas de seguridad en Xas desapariciones»
Filialmente, el Gobierno oomnlcó que las personas detenidas en Hardap Dam, Marienta,!,
recibían vi sicas regulares del Comité Internacional de la Cruz Roja y que estaban
en contacto con sus parientes,

Zaire

17 « Por carta d3 focha 11 de enero de 1984* la Misión Permanente del Zaire ante la
Oficina de las Naciones üniaas en Ginebra transmitid información sobre los casos
ae desapariciones "̂ orzadas o 3nvolunteria$ que el Grupo de Trabajo había señalado
a Inatención de su Gob4.çrno, Según la información facilitada por el Gobierno, no
se ha^ía determinado çl paradero de estas personas, £1 Gobierno declaró que,12
perpooâ f ĥ Î jLap Jĵ .40 detenidas y acusadas de actividades subversivas; primeramente
estuvieron encarceladas y actualmente se encuentran confinadas a ^us respectivas
aldeas, donde reciben ayuda financière j mataría! de las autoridades locales, Pn
otros dos casos^ el Gobierno manifesto que IPS personas en cuestión se hallaban en
libertad como consecuencia de la Ley de Amnistía proclamada por el Gobierno sn 1978.
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En otro caso el Gobierno señaló que la persona había sido liberada; el Grupo de
Trabajo había recibido ya esta información de una fuente no gubernamental. El
Gobierno señaló en su informe que, como Estado en que prevalece el régimen de
derecho y como Miembro pleno de las Naciones Unidas, la República del Zaire no
dejaría de aplicar los principios generales de derecho y de Xa Carta de las
Naciones Unidas a los que se había adherido libremente.

Aprobación de la presente adición

18. El S de febrero de 1984, la presente adición al informe del Grupo de Trabajo
fue aprobada por los miembros siguientes: el Vizconde Colville of Culross
(Reino Unido), Presidente-Relator, Jonas K. D. Foli (Ghana), Agha Hilaly (Pakistán),
e Ivan Tosevski (Yugoslavia). El texto de la presente adición fue aprobada, por
Luis A. Várela Quiros (Costa Rica) en un télex de fecha 10 de febrero de 1984.
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Anexo I

RESOLUCIÓN 38/94 DE LA ASAMBLEA GENERAL

(aprobada el lé de dicismbre de 1933)

Cuestión de las desapariciones forzadas o involuntarias**

La Asamblea General,

Recordando su resolución 33/173» de 20 de diciembre de 1978, titulada "Personas
desaparecidas", y su resolución 37/180, de 17 de diciembre de 1982» sobre la cuestión
de las desapariciones forzadas o involuntarias,

Teni endo près ente la resolución 1983/20 de la Comisión de Derechos Humanos, de 22 de
£ebrero de 1983i, en la que la Comisión decidió prorrogar por un año el mandato del Grupo
»e Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias, y la decisión 1983/41 del
Consejo Económico y Social, de 27 de mayo de 1983t por la que el Consejo aprobó la deci-
sión de la Comisión,

Convencida de que, en consulta con los gobiernos interesados, debe proseguirse la
acción emprendida para promover la aplicación de las disposiciones de la resolución 33/3-73
de la Asamblea General y de las demás resoluciones de las Naciones Unidas relativas a la
suerte de las personas desaparecidas o cuyo paradero se desconoce,

Expresando su emoción por la angustia y el pesar de las familias de dichas personas,
que deberían conocer la suerte de sus familiares,

•*•• Celebra la decisión de la Comisión de Derechos Humanos de prorrogar por un año
el mandato del Grupo áe Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias tal como se
define en la resolución 1983/20 de la Comisión;

2» Expresa su sa tj. s face ion, al Grupo de Trabajo por la labor que ha realizado,
3 igualmente a aquellos gobiernos que le han prestado su cooperación;

5* Exporta a la Comisión de Derechos Humanos a que continúe estudiando esta cues-
tión con carácter prioritario y que tome todas las medidas que juzgue necesarias para
proseguir la labor iniciada por el Grupo de Trabajo cuando examine el informe que le
presentará el Grupo en su cuadragésimo período de sesiones;

4« Hace un llamamiento a todos los gobiernos para que presten al Grupo de Trabajo
y a la Comisión de Derechos Humanos toda la cooperación que merecen en razón de sus
objetivos estrictamente humanitarios y sus métodos de trabajo basados en la discreción;

su- P.e.tiÇ.ioj* al Secretario General de que continúe prestando al Grupo
de Trabajo toda la asistencia necesaria.

* El texto editado definitivo de esta resolución se publicará en los Documentos
Oficiales de la Asamblea General, trigésimo octavo período de sesiones, Suplemento NQ_ 47
(Ô77)r~
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.Anexo II

PEGRETQ NP l6"forDE, J ^ D E DICIEMBRE P.ÈI983, DIÔtADO
EJECUTIVO HACIONAL DE'LA ARGENTINA

VISTO lo informado por el Ministerio del Interior, y

yue ex foaer tljecutivó Nacional, á través de una: ser i« «de :p royere to s de leyes y decre-
tos, ha. materializado ya su decisión de que las gravísimas violaciones a Iqs derechos huma-
nos cometidas en nuestro pasado reciente sean investigadas y eventualmente sancionadas por
la justicia,

Que, sin" embargój,como se ha dicho1muchas veces, la cuestión de, los derechos.humanos
trasciende a los'poderes públicos y concierne a la sociedad civil y a la comunidad
in t ernaci pna 1,,

Que, con respecto a esta última, su interés legítimo está contemplado en los proyectoi
enviados al Honorable'Congreso dé aprobación de una set?ie, de pactos.internacionales sobre
derechos humanos, los qué incluyen la jurisdicción obligatoria de un tribunal internaciona
competente en la materia,

Que, con relación a la sociedad ;ciVÍly debe satisfacerse ese interés legítimo de
intervenir,activamente en el esclarecimiento de los trágicos episodios en los que desapare
cieron miles de personas, sin que esa intervención interfiera con la actuación de los
órganos constitucionales competentes para investigarlo penar estos hechos, o.sea los
jueces,

Que, en consecuencia, se considera apropiado integrar una comisión nacional,, de la
que formen parte personalidades caracterizadas pbr su celo en la defensa de los.derechos
humanos y por su prestigio en la vida publica del país, para determinar lo 3Úcedido con
las personas desaparecidas,

Que es necesario invitât1 a ambas Cámaras del honorable Podar^Legksjtajtivo, como repre-
sentante^ directos del pueblo y de las provincias de la nación a integrar la Comisionan
cuestión,

Que,.con el objeto de cjue la uomision se convierta en un complemento y no en un
sustituto.; de la labpr' ¿judicial, es imprescindible circunscribir sus funciones,,,a la recep-
Di.©nrde. denuncias,y pruebas^ con ïà consiguiente' remisión de ellas^a los jueces cuando
pudiieranf estar relacionadas.!con ia': comisión de delitos, y a, la averiguación del destino
de-las personas desaparecidas,̂ ^̂  deslindando"esa averiguación de la determinación de
responsabilidades,

Que/ esa tarea...de averiguación debe estar reglada de modo que ella no sea desnatura-
lizaba con fines/ajenps al?Restricto Cometido indicado,

Que, para asegurar a la Comisión la máxima eficiencia se establece.,la pblïgaciOn de
tpdpSKlQS furicí.Qn?Lr.ios ,4©! ?pder Ejecutivo Nacional, de organismos dependientes y autár-
quicos de prestar tpdó tipo de celaboración, como ser la facilitación de documentos y de
datos obrantes en su poder yrel acceso a ciertos lugares,
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Que es conveniente que las tareas de la Comisión tengan límites temporales definidos,
de modo de evitar que la dolorosa necesidad de investigar estos hechos sustraiga, más allá
de cierto lapso prudencial, los esfuerzos que deben dirigirse a la tarea de afianzar en el
futuro una convivencia democrática y respetuosa de la dignidad humana,

Que es necesario dotar a la Comisión de los medios técnicos, financieros y de perso-
nal exigidos para cumplimentar eficazmente sus tareas,

Que resulta adecuado solicitar a la Comisión que culmine su cometido con un informe
que ofrezca una explicación detallada de los hechos investigados, que sirva para ilustrar
a la opinión publica nacional e internacional,

Por ello, EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA DECRETA:

Artículo I. Constituir una Comisión Nacional que tendrá por objeto esclarecer los
hechos relacionados con la desaparición de personas ocurridos en el país.

Artículo 2. Serán funciones específicas y taxativas de la Comisión las siguientes:

a) Recibir denuncias y pruebas sobre aquellos hechos y remitirlas inmediatamente
a la justicia si ellas están relacionadas con la presunta comisión de delitos;

b) Averiguar el destino o paradero de las personas desaparecidas, como así también
toda otra circunstancia relacionada con su localización;

c) Determinar la ubicación de niños sustraídos a la tutela de' sus padres o guarda-*
dores a raíz de acciones emprendidas con el motivo alegado de reprimir al terrorismo y
dar intervención en su caso a los organismos y tribunales de protección de menores;

d) Denunciar a la justicia cualquier intento de ©cuitamiento, sustracción o
destrucción de elementos probatorios relacionados con los hechos que se pretende
esclarecer;

e) Emitir un informe final, con una explicación detallada de los hechos investi-
gados, a los ciento ochenta (l80) días a partir de su constitución.

La Comisión no podrá emitir juicio sobre hechos y circunstancias que constituyen
materia exclusiva del Poder Judicial.

Artículo 3» La Comisión podrá requerir a todos los funcionarios del Poder Ejecutivo
Nacional, de sus organismos dependientes, de entidades autárquicas. y de las Fuerzas
Armadas y de Seguridad que le brinden informes, datos y documentos, como asimismo que le
permitan el acceso a los lugares que la Comisión disponga visitar a los fines de su
cometido. Los funcionarios y organismos están obligados a proveer esos informes, datos
y documentos y a facilitar el acceso pedido.

Artículo 4. Toda declaración requerida de los funcionarios públicos, incluidos los
miembros de las Fuerzas Armadas y de Seguridad, deberá cumplimentarse por escrito.
Los particulares no estarán obligados a prestar declaración.

Artículo 5* La Comisión estará integrada por dieciséis (16) miembros. Se designa
para ello a las personas que se consignan en el anexo I del presente decreto.
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Artículo 6. Se invita a las Cámaras del Honorable Congreso de la Nación a designar
tres (3) representantes cada una para integrar la Comisión.

Artículo 7» l»a Comisión dictará su propio reglamento interno, designará un president
que la representará y nombrará los secretarios que estime necesarios. Podrá también cons-
tituir los equipos técnicos que juzgue conveniente.

La Comisión decidirá por simple mayoría.

La Comisión quedará disuelta al momento de presentarse el informe al que se refiere
el artículo 2.

Artículo 8. La Comisión se denominará oficialmente "Comisión Nacional sobre la
Desaparición de Personas" y su sede será el Centro Cultural San Martín de la Ciudad de
Buenos Aires.

Artículo 9. Practíquense los ajustes presupuestarios necesarios para el cumplimientc
del presente decreto y la dotación de equipamiento y personal transitorio que requiera la
Comisión.

Artículo 10> Comuniqúese, publíqüese, dése a la Dirección Nacional del Registro
Oficial y archívese.
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(Firmado): Dr. Antonio A. TROCCOLI
Ministro del Interior




